
SEÑOR: 
JUEZ SEGUNDO PROMISCUO MUNICIPAL. 
QUIMBAYA, Q.-  
 
REF: CONTESTA LA DEMANDA Y SE OPUGNA. 
ASUNTO: PROCESO VERBAL DE FIJACIÓN CUOTA ALIMENTARIA. 
DEMANDANTE: JUANITA BULLA ALBARRACIN. 
DEMANDADO: JORGE ENRIQUE BULLA MURCIA. 
RADICACIÓN: 63-594-40-89-002-2023-00138-00.    

 
WILDER A. LOAIZA CASTAÑEDA, mayor e identificado con la CC. No. 7.529.704, 
de Armenia, abogado en ejercicio titular de la TP. No. 242.327, del CSJ, comparezco 
al Despacho en tiempo hábil con miras a OPUGNAR las pretensiones de la acción 
emprendida por la actora, para lo cual allego de manera coetánea un documento 
privado, por el cual el demandado me confiere poder especial en aras de ejercer su 
defensa.  
 
Para ello, prima facie solicito el reconocimiento de personería para luego ejercer el 
derecho de contradicción; con relación a los hechos de la acción:   
 

1º.- A LOS HECHOS: 
1.1º.- AL HECHO 1º.- Es cierto y se acepta, en tanto documento idóneo así lo 
acredita.  
1.2.- AL HECHO 2º.- Es cierto y se acepta, pues al demandado le consta, ya que 
ha sufragado recurrente y constantemente parte de los gastos que no sólo la 
educación superior depara para su hija, sino lo relacionado con sus alimentos 
congruos.  
1.3.- AL HECHO 3º.- No es cierto este hecho en la forma como se concibe en la 
demanda. Lo que no se narra es la forma tan abrupta como al señor Jorge Bulla lo 
expulsan de su hogar, por parte de su hija y su señora madre.  
 
El demandado tuvo una relación sentimental con la madre de Juanita, señora 
Martha Lucía Albarracín Carrasco desde el mes de junio de 1996 y la unión marital 
de hecho lo fue desde el 20 de diciembre de dicho año. 
 
La relación empieza en crisis desde el año 2013 cuando la madre de Juanita separa 
los dormitorios y ya el 10 de noviembre de 2021 agrede físicamente al demandado 
en presencia de su hija, buscando, tal vez, que el señor Bulla reaccionara de igual 
forma, lo que no sucede; lo cierto del caso es que el problema de agresión escaló 
sobremanera, incluso con denuncias recíprocas de ambos compañeros en la 
Comisaría de Familia de Usaquén 2, de Bogotá donde tenía radicada  su residencia 
la pareja, lo que originó, ya el mismo día de los hechos (noviembre 10/2021), que la 
hija del demandado y solicitante en regulación de alimentos, apremiara a su padre 
para que desocupe la casa, lo que en efecto hace el demandado el día 14 de 
noviembre siguiente. 
 



Una vez salió de su casa el señor Jorge Bulla, se radica en el apartamento de su 
hermana en Bogotá, desde el 15 de noviembre de 2021 hasta el 30 de mayo de 
2022, fecha a partir de la cual se radica en el municipio de Quimbaya, en casa de 
habitación que compartió con su hermana y con un cánon de arrendamiento de $ 
1.800.000, el valor de servicios y gastos de alimentación, gastos, se recaba, 
compartidos, que luego de irse ella de su casa, corresponde a él sufragarlos. 
 
Al quedar sólo el señor Jorge Bulla por la partida de su hermana en el mes de 
septiembre de 2022, le corresponde asumir los gastos de arrendamiento, servicios 
públicos y alimentación, obviamente. En el mismo mes de septiembre de ese año, 
éste efectúa el “registro nacional de turismo”, con miras a lograr un ingreso extra 

para sufragar los gastos de estadía y, por ende, alquilando habitaciones a través de 
la plataforma “AIRBNB”, la que finalmente no pudo usufructuar en tanto el 

reglamento de co-propiedad así lo prohíbe, de suyo, se le pierde una inversión de 
más de $ 15.000.000, razón por la cual está actividad no le produce dinero alguno. 

 
No es cierto lo que se menciona en este hecho de que el padre abandonó totalmente 
la obligación con su hija, pues el demandado nunca se desentendió de las 
obligaciones para con ésta, pues hasta para el arrendamiento se le giraba dineros 
a la cuenta por la demandante reportada, conforme a relación de consignaciones 
que con este escrito se aporta, consignaciones documentadas y acreditadas desde 
el 3 de julio de 2021 sin solución de continuidad, por valores y conceptos 
varios y hasta el 5 de diciembre de 2022,  para un gran total de $ 16.105.701.   

 
4º.- AL HECHO 4º.- No es cierto lo que se manifiesta en este hecho, de que única 

y exclusivamente haya sido la señora madre de la alimentaria la encargada de 
sufragar en favor de la hija común, lo relacionado con alimentos, recreación, 
educación, etc.; porque, aparte de que es su obligación legal sufragar de manera 
proporcional en favor de los hijos éstos tópicos, la citada señora cuenta con fuentes 
de ingreso, ya que ejerce, según versión del demandado, la administración de varias 
copropiedades o condominios sujetos al régimen de PH.  
 
Aun así, los reportes de consignaciones que no podrá nunca negar la demandante, 
dicen a las claras que el padre de ésta y ahora demandado, jamás se ha 
desentendido de su obligación alimentaria, muy a pesar de la forma en que fue 
expulsado de su hogar, pero con creces ha satisfecho su obligación alimentaria que 
la ley y la constitución le impone.  
 
5º.- AL HECHO 5º.- A simple vista parecería ser cierto este hecho; más, sin 

embargo, de cara a los gastos que por su sostenimiento afronta el demandado no 
lo es. Es de verse, señor Juez, que, en verdad la mesada pensional que percibe el 
señor Bulla es del orden de $ 3.701.989, más “tentativos honorarios por trabajos de 
asesoría pensional de más o menos $ 1.000.000, que además “no son seguros 
y/o constantes”, por ser ingresos aleatorios, lo que nos arroja un ingreso de más 
o menos $ 5.000.000.  
 



Más, sin embargo, los egresos son enormes, además de onerosos, pues que por 
cuota mensual por préstamo bancario se le descuenta la suma de $ 1.625.810, por 
arrendamiento cancela la suma de $ 1.800.000, valor de facturas de servicios 
públicos domiciliarios que totalizan la cantidad de $ 696.871, valor de gasolina para 
el transporte, vestuario, recreación, medicamentos y afines, lo que totaliza la suma 
aproximada de los $ 5.000.000.   
 
6º.- AL HECHO 6º.- Para refutar este hecho, basta retrotraernos a lo narrado con 
referencia al aparte del hecho 3º. Es decir, se documenta y acredita desde la partida 
del hogar del padre alimentante hasta finales del año 2022, unas consignaciones 
que sobre pasan la suma de $ 16.000.000, por ende, esta parte no entiende a qué 

retroactivo se refiere la parte demandante.     
 
Con soporte en los argumentos acopiados con relación a los hechos estructurantes 
de la acción emprendida por la demandante como hija del alimentario, esta parte 
SE OPONE A LA PROSPERIDAD DE LAS PRETENSIONES concebidas en el 
acápite correspondiente.  
 
En tal virtud y como consecuencia de ello, se esgrimen los medios exceptivos en su 
contra, los que se denominan como: 
 

2º.- EXCEPCIONES DE MÉRITO: 
PRIMERA: INCAPACIDAD ECONÓMICA DEL DEMANDADO-ALIMENTANTE 

PARA EL PAGO DE LA CUOTA ALIMENTARIA SOLICITADA POR LA 
ALIMENTARIA-DEMANDANTE: 

 
Cuyo hontanar es el argumento de que, así como el demandado acredita ingresos 
por concepto de pensión y algunos honorarios por asesorías en temas pensionales, 
que son ingresos aleatorios, sin certeza demostrada, también acredita egresos. Y 
se diría que prácticamente quedan en ceros lo relacionado con ingresos y egresos, 
por ende, es desproporcionada y salida de toda realidad fáctica y económica la 
suma de dinero a que aspira la demandante se le fije por concepto de cuota 
alimentaria.  
 
Más, sin embargo, entendiendo como es el tema de los alimentos en favor de los 
hijos, de estirpe constitucional y legal su suministro, aún en favor de los ya mayores 
de edad, pero cuando se acredite que cursan estudios, superiores en el caso de la 
demandante, el demandado como padre biológico de la demandante, hace un 
ofrecimiento de trescientos mil pesos mensuales ($ 300.000) mensuales, 

precisamente por la actual, exigua y menguada capacidad económica que afronta 
el demandado como padre de la  alimentaria, demostrado con la documentación 
que se adjunta.  
 

3º.- PRUEBAS: 

En procura de acreditar las causales eximentes para sufragar la elevada cuota 
alimentaria que pretende la actora como hija del alimentante, solicito se aprecie, 
pondere y valore el siguiente plexo probatorio, que seguidamente enuncio:  



 
3.1.- DE TIPO DOCUMENTAL: 
Que son de manera virtual, pero conservando esta parte sus originales: 
 
3.1.1.- Contrato de arrendamiento de vivienda urbana celebrado entre el 
demandado, como arrendatario y la señora Dora Inés Aldana Aguirre, como 
arrendadora, con fecha 1º de septiembre de 2022, con cánon mensual por 
arrendamiento de $ 1.800.000; 
3.1.2.- Constancia de transferencia por cuenta del arrendamiento; 
3.1.3.- Tabla de amortización de crédito del Banco Sudameris de fecha 13/5/2023, 
concedido al demandado y por el cual se acredita el valor de la cuota a cancelar de 
manera mensual;   
3.1.4.- Copia de declaración de renta del demandado; 
3.1.5.- Certificación de pensión, emitido por la ARP COLPENSIONES; 
3.1.6.- Relación por fechas y valores sobre transferencias bancarias hechas por el 
demandado a favor de su hija; 
3.1.7.- Constancias vía wass app de transferencias surtidas entre padre e hija, con 
40 folios.  
 
3.2.- DE TIPO TESTIMONIAL: 
Para que se pronuncien sobre los hechos de la demanda y esta contestación, pido 
se recepcione el testimonio de la señora JUANA JEANNETTE BULLA MURCIA, 
cedulada No. 41.768.758, de Bogotá, celular 321-363-1277 y correo: 
juanitabulla23@hotmail.com. 
  
Cítesele en forma legal y hágasele las prevenciones de tipo legal.  
 

4º.- DERECHO: 
En derecho, esta intervención tiene sustento en lo dispuesto por los artículos 82 ss, 
96 ss, 368 ss, 390, ss del CGP.  
 

5º.- DIRECCIÓN PARA NOTIFICACIONES: 
De las partes obran en el informativo procesal y digital. El suscrito recibe 
notificaciones en: CALLE 20 NÚMERO 15-33, OFICINA 204-5 DE ARMENIA, TEL: 
311-760-5619 Y CORREO: loaizalc@hotmail.com 

 
Con sentimientos de respeto y consideración, 
 
Cordialmente, 
 

 
WILDER A. LOAIZA CASTAÑEDA. 

CC. No. 7.529.704, de Armenia. 
TP. No. 242.327, del CSJ. 

     
 
    



 
























































































































